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ASOCIACION CIVIL USUARIOS Y CONSUMIDORES UNIDOS C/ PARDO SA 
S/ ACCIONES COLECTIVAS - CAUTELAR

21-26024542-9

Juzg.1ra.Inst.Civil, Comerc. y Laboral - 1ra.Nom.
CAÑADA DE GOMEZ, 12 de Abril de 2022

 Y vistos: Los presentes caratulados  “ASOCIACION 

CIVIL  USUARIOS  Y  CONSUMIDORES  UNIDOS  C/PARDO  SA 

S/ACCIONES COLECTIVAS – CAUTELAR” CUIJ N° 21-26024542-9. con 

trámite ante este Juzgado de Distrito Civil , Comercial y Laboral de la Primera 

Nominación de Cañada de Gomez:

A fs 126/142 de autos se presentan USUARIOS 

Y CONSUMIDORES  UNIDOS,  Asociación  Civi  registrada  ante  la  Dirección 

Nacional de Defensa del Consumidor, representada por la Dra. Juliana Ruchelli, 

patrocinada por el Dr. Gonzalo Jose Pieve y vienen a interponer formal demanda 

colectiva contra la empresa PARDO SA, solicitando se ordene el cese de la práctica 

ilegal y/o arbitraria de la demandada consistente en llenar abusivamente los pagarés 

firmados en blanco por sus clientes a la hora de iniciar los juicios ejecutivos en el 

ámbito de esta Circunscripción Judicial. Como medida accesoria a la pretensión y 

en el marco de lo dispuesto por el Art. 1711 del CcyCN deberá ordenar a PARDO 

SA a  que  en  los  futuros  juicios  ejecutivos  a  iniciarse  adjunte  a  los  pagarés 

ejecutados la documentación referente a la causa del crédito.

Solicita se condene a la demandada a reliquidar 

las sumas reclamadas en dichos juicios y si correspondiere, proceda a reintegrar 

toda suma de dinero que haya percibido en forma indebida con mas sus intereses. 

Solicita se condene a la demandada a efectuar el pago de $5.000.000 (pesos cinco 

millones) en concepto de daño punitivo y/o lo que más o menos estimen pertinente. 

La  legitimación  activa  que  ostenta  nace  de  su 

carácter de ente representativo de los intereses del sector y como consecuencia de 

la situación similar en que se encuentran usuarios y consumidores frente a los actos 

de la demandada que derivaron y derivan en detrimento de los intereses morales y 

económicos de aquellos.



Habiendo  detectado  esta  práctica  e  invocando  su 

carácter de representante colectivo de la clase conformada por los clientes afectados 

de PARDO SA con procesos judiciales iniciados en su contra en el Departamento 

Judicial  San Nicolas,  UCU inició un procedimiento de mediación prejudicial  para 

promover eventualmente una acción colectiva en beneficio de toda la clase. 

Cita  casos,  Eliana  Mercedes  Areco  adquirió  a 

crédito en fecha 27/11/14 una bordeadora mod. New y una bicicleta player kbc rodado 

26,  por  una suma total  de capital  e  intereses  de  $4.127,19 a  pagar  en 10 cuotas 

mensuales y consecutivas de $412,72 cada una. Luego de cancelar la primer cuota, 

por razones desconocidas no atendió el pago de las restantes cuotas entrando en mora 

el 27/12/14 quedando un saldo impago de capital que se desconoce por no tener los 

elementos para calcular el monto de capital no amortizado en el préstamo. Existe una 

abismal diferencia con la suma de capital reclamada por la empresa judicialmente. 

PARDO  SA inició  demanda  ejecutiva  a  la  deudora  en  el  marco  de  los  autos 

caratulados “PARDO SA C/ARECO ELIANA MERCEDES S/EJECUTIVO” Expte. 

507/2016 en trámite por ante el Juzgado de 1ra instancia en lo Civil, Comercial y de 

Faltas del Circuito Judicial N°6 de la ciudad. 

Cita otros precedentes.

Expresa  que  a  partir  del  análisis  de  los  casos 

individuales que fueron haciendo saber de esta situación a nuestra asociación se puede 

concluir fácilmente que PARDO SA volvió a cometer la misma práctica abusiva que 

ya había sido detectada y reconocida en la ciudad de San Nicolas: el abuso de la firma 

en blanco de los pagarés suscripto por los consumidores, completando los mismos 

antes de iniciar los respectivos juicios ejecutivos y la capitalización de intereses en 

forma indiscriminada,  sin que exista pacto alguno que autorice dicho anatocismo, 

provocando daño patrimonial a todos los clientes de la empresa que se encuentran en 

las mismas condiciones. 

La primera pretensión que persigue esta demanda 

colectiva es obtener una condena tendiente a que se ordene el cese de la práctica 

cuestionada, ello es, el abuso en el llenado de los pagarés que la empresa ejecuta 

contra sus clientes morosos. Este llenado se traduce en un acrecentamiento artificial 

de las sumas reclamadas frente a las realmente adeudadas por los consumidores, ello 

de acuerdo con el crédito solicitado y a los pagos parciales efectuados. 

La  empresa,  una  vez  que  el  consumidor  se 



encuentra en mora procede a completar el pagaré que fuera firmado en blanco al 

momento de realizar la compra, con una suma que incluye no solo el capital no 

amortizado sino que también capitaliza intereses, sin que exista pacto alguno que lo 

autorice violando toda normativa en la materia. La consecuencia de dicha práctica 

abusiva,  son  cientos  de  consumidores  desinformados,  con  defensa  limitada  y 

patriomonialmente judiciales.

La  práctica  de  usar  abusivamente  un  pagaré 

suscripto en blanco por un consumidor, además de ser un ilícito penal, colilsiona de 

forma violenta con la manda constitucional de trato digno al consumidor.

Acogida la pretensión aquí incoada se solicita se 

sirva  ordenar  en  forma  accesoria  a  PARDO  SA a  que  en  los  futuros  juicios 

ejecutivos a iniciarse adjunte a los pagarés (o títulos ejecutivos firmados por los 

deudores) la documentación referente a la causa subyacente de la operación. Esta 

medida tiende a asegurar y/o controlar el cumplimiento de la primer pretensión ya 

que  los  Magistrados  que  tramitan  las  causas  ejecutivas  con  base  en  títulos 

ejecutivos a iniciarse por PARDO SA en un futuro, podrán controlar oficiosa y 

fácilmente si las sumas insertas en dichos titulos coinciden con las solicitudes de 

mutuo suscriptas por los clientes de la entidad. 

Ofrece prueba documental, informativa, pericial 

contable, delegado técnico (perito de parte), documental en poder de la demandada.

Como pretensión cautelar solicita que hasta tanto 

se  dicte  sentencia  definitiva  se dicte  una orden de  cese  de  la  práctica  abusiva 

denunciada. Esto significa que se ordene a la empresa a que se abstenga en lo 

inmediato de seguir completando pagarés en blanco suscriptos por sus clientes con 

sumas que no se condigan con lo efectivamente solicitado,  evitando capitalizar 

intereses a la hora de llenar los pagarés a ejecutar y de suspender el cobro de 

cualquier crédito ya judicializado. 

 A fs. 155/156 se da intervención a Fiscalía. 

A fs. 167/168 se presenta el Dr. Gabriel Ponzio 

apoderado de la firma PARDO SA y viene por la presente en legal tiempo y forma a 

comparecer y contestar traslado respecto de la cautelar solicitada. Niega en primer 

término todos y cada uno de los hechos. Niega procedencia de solicitud de medida 

cautelar  por  resultar  infundada  y  de  neto  corto  intimidatorio.  Que  niega 

procedencia de habilitación de días y horas hábiles. Que niega despojo a la clase de 

usuarios y afectación de los mismos. Que niega existencia de práctica abusiva y por 



ende cese de la misma. Que niega por falsa la imputación que efectúa. 

Manifiesta  improcedente  de  viabilidad  de  medida 

de  tal  magnitud,  con  fundamento  en  presunciones  infundadas  por  la  actor,  no 

probadas. Los juicios que invoca se desarrollaron con sujeción al debido proceso y 

como  consecuencia  se  ha  dictado  formal  sentencia  en  caso  uno  de  los  mismos. 

Estando las mismas firmes siendo cosa juzgada. 

Manifiesta  improcedente  de  la  medida  por 

imprecision  de  fundamento,  invocando  cantidad  de  juicios  como  si  fuera  una 

condición. Improcedencia de la medida cautelar con imprecisa imputación. 

Que  se  opone  a  la  falta  de  contracautela  por  no 

acreditar a los que dice representar; porque no están excluidos de tal requisito;  en 

caso hipotético de producir un daño ésta parte se encontraría  en una situación de 

indefección para la reparación y sin dejar de mencionar que si se permitiría solicitar 

una cautelar sin afianzar la misma, se configuraría una desigualdad ante la ley. 

Funda en derecho. Reserva derecho. 

A fs. 177/182 se presenta el Dr. Gabriel Ponzio y 

manifiesta:  que  ante  las  evidencias  del  caso  (no ser  los  usuarios  y  consumidores 

quienes  reclamen) correspondería  previamente  transitar  la  mediación prejudicial  y 

obligatoria  (como recaudo legal  previo al  accionar  judicial).  Se deja  formalmente 

planteado recurso de nulidad con apelación en subsidio frente a resolver contrario a lo 

peticionado.

Contesta  traslado respecto a la  demanda incoada. 

Negando en primer término todos y cada uno de los hechos. Niega procedencia de la 

demanda  por  contener  vicios  de  nulidad  absoluta.  Niega  representación  de  los 

usuarios por no haberle sido otorgada facultades. Niega afirmaciones vertidas por la 

hoy actora, bajo reservas de denunciar penalmente por injuriosas. 

Que deja formalmente planteada excepción de falta 

de personería. Que tal como lo menciona la actora y que deberá probr con entrega de 

originales  es  una  persona  jurídica  que  ha  delegado  facultades  a  la  Dra.  Juliana 

Ruchelli, quien a su vez se hace patrocinar en la presente por el Dr. Gonzalo Pieve. 

Que de ningún escrito surge el otorgamiento de facultades por parte de los usuarios, 

que dice representar. Que ni siquiera ha recibido facultades de los usuarios que fueran 

partes demandadas en juicios particulares. Que no se encuentra acreditado ningún tipo 

de perjuicio colectivo ni individual. 



 Funda  en  derecho.  Reserva  derechos.  Ofrece 

prueba documental, informativa y confesional. 

A fs.  186  se  fija  fecha  de  audiencia  en  los 

términos del Art. 413 del CPCC para el día 26 de Noviembre de 2020. 

A fs. 189 se dicta la resolución N° 1545 donde se 

resuelve rechazar la medida cautelar innovativa solicitada.

A fs. 191/192 la Dra. Juliana Ruchelli se notifica 

y viene a interponer formal recurso de apelación contra la resolución N° 1545 de 

fecha 10/12/2020 que rechaza la medida cautelar solicitada en autos. A fs. 193 se 

concede el recurso en relación y con efecto suspensivo debiendo elevarse los autos 

por ante el Superior. 

A fs. 197 se fija fecha de audiencia para el día 

Lunes 22 de Febrero de 2021.

A fs. 202 se glosa acta de audiencia Art. 19 y 21. 

Comparece la Dra. Ruchelli Juliana con el patrocinio letrado del Dr. Gonzalo Pieve 

y el Dr. Adrian Bengolea en su carácter de director de la asociacion civil UCU y 

por la demandada el Sr. Martin Alfredo Marin y el Dr. Gabriel Ponzio. Luego de un 

intercambio de opiniones no siendo para más se da por cerrado el acto. 

A fs. 204 la Dra. Juliana Ruchelli se presenta a 

reformular la medida cautelar oportunamente solicitada. Solicitan que hasta tanto se 

dicte sentencia definitiva en el sub lite se ordene a la demandada a que en cada 

juicio ejecutivo que inicie en el futuro, a los fines de ejecutar un pagaré en el marco 

de una relación de consumo, proceda a integrar el mismo acompañando toda la 

documental  que  respalde  dicha  operación  (factura,  solicitud  de  crédito,  pagos 

efectuados, etc).

Que  hay  varios  elementos  contundentes  que 

permiten concluir la presencia de este presupuesto: a) la existencia de los pagarés 

cuestionados  por  abusivos,  acreditados  en  los  juicios  detallados  y  los  casos 

denunciados; b) la importante cantidad de juicios ejecutivos iniciados por PARDO 

SA persiguiendo el cobro de dichos pagarés; la omisión de acompañamiento de la 

documentación relativa a la relación consumeril conjuntamente con el pagaré, a los 

fines de acreditar el cumplimiento del Art. 36 de la LDC y justificar el monto que 

se  pretende  cobrar  a  través  del  pagaré  ejecutado;  d)  en  los  presentes  se  han 

adjuntado tres  antecedentes  puntuales  en  los  que  la  justicia  ha  determinado la 

existencia de actividad abusiva y de capitalización de intereses por  parte de la 



demandada.

Que  sin  lugar  a  dudas  hay  antecedentes  claros, 

concretos y firmes que acreditan que la demandada, mediante una conducta abusiva 

hacia los consumidores, han iniciado juicios contra consmidores hipervulnerables, que 

en su mayoría no se defienden y lo han hecho capitalizando intereses al momento de 

presentar los pagarés para su cobro por la vía ejecutiva. 

Esta  parte  reformula  la  cautelar  oportunamente 

rechazada solicitando que en todos los juicios ejecutivos que PARDO SA inicia desde 

la  presente,  persiguiendo  el  cobro  de  un  pagaré  de  consumo,  realiza  la  debida 

integración de los mismos, con la correspondiente documental que permita un debido 

control judicial de los montos reclamados. De esta forma se permitirá que el Juez 

interviniente tenga acceso y la posibilidad de controlar la correspondencia de la deuda 

del consumidor, con la reflejada en el título cambiario, sobre todo en aquellos casos en 

los que los consumidores no comparecen en juicio, que son su mayoría, en virtud de la 

vulnerabilidad que venimos señalando.  

A fs.  208 se  provee:  al  pedido  formulado por  la 

actora en relación a la  cautelar  solicitada importa invadir  la  jurisdicción de otros 

magistrados e inmiscuirse en cuestiones procesales que en definitiva serán la suerte de 

cada proceso, a lo solicitado: no ha lugar.

A fs.  209/211 la  Dra.  Juliana Ruchelli  y  viene a 

notificarse y a interponer formal recurso de revocatoria.  Manifiesta que el decreto 

causa  gravamen  irreparable  a  esta  parte  en  virtud  de  que  rechaza  la  cautelar 

reformulada con fundamento en que lo solicitado importa invadir la jurisdicción de 

otros magistrados e inmiscuirse en cuestiones procesales. Entiende esta parte que el 

pedido de ordenar a la demandada de integrar sus futuras demandas con la documental 

respaldatoria base del  reclamo, tiene como destinataria  a la demandada y no a la 

justicia.  Por  ello  no  compartimos  la  conclusión  de  que  este  pedido  significaría 

inmiscuirse en cuestiones procesales de otra jurisdicción. Es la empresa PARDO SA la 

que debería cumplir con dicha obligación de hacer.

El  objetivo  de  la  medida  cautelar  lejos  esta  de 

pretender  que  V.S  se  inmiscuya  en  cuestiones  procesales,  sino  que  resguarde  los 

derechos de los consumidores que poseen jerarquía constitucional, luego de conocer 

que están siendo vulnerados. 

No debe olvidarse que en autos se ha acreditado que 



la  demandada hace uso de procedimientos ejecutivos a los fines de hacerse de 

acreencias que tienen origen en una relación de consumo mediante la ejecución de 

un pagaré, existiendo importantes pruebas concordantes que indican la existencia 

de abusos en el llenado de esos pagarés. Existen dos fallos en los cuals se acreditó 

la relación de consumo, como así también un acuerdo celebrado con PARDO SA 

donde la propia demandada reconoce este proceder que se origina en relaciones de 

consumo. 

No considera esta parte que V.S se extralimite ni 

invada  jurisdicción  alguna,  en  cuanto,  con  elementos  suficientes,  en  forma 

justificada y por tiempo limitado, procede simplemente a velar que PARDO SA 

cumpla con su obligación constitucional de información hacia los consumidores 

ejecutados. Sin duda alguna, una vez hecho esto, la suerte de cada proceso estará 

más equilibrada y será más justa. 

Cualquier acción colectiva tiene efectos que van 

mucho más allá del radio de competencia del Juzgado. Podría haber dictado la 

medida cautelar al menos en los juicios que pueda iniciar PARDO SA ante vuestro 

Juzgado a cargo. Que al resolver lo contrario sigue dejando sin protección cautelar 

a los consumidores hipervulnerables que puedan ser demandados también en su 

Juzgado por la empresa PARDO, no existiendo tampoco un argumento válido para 

ello. 

Solicita  haga  lugar  a  la  reformulación  de  la 

medida cautelar solicitada en virtud de los fundamentos expuestos. Plantea cuestion 

constitucional y caso federal. 

A fs. 212 se corre traslado a la contraparte.

A fs. 213 el Dr. Gabriel Ponzio viene a contestar 

traslado respecto a la interposición del recurso interpuesto por la actora. Negando 

todos y cada uno de los hechos. Que no es procedente la reformulación, que no es 

técnicamente una reformulación, que es el mismo pedido. 

A fs. 216/217 se presenta la Dra. Juliana Ruchelli 

y agrega que la firma PARDO SA hace uso de procedimientos ejecutivos contra 

consumidores en forma abusiva, así se ha expuesto mediante dos fallos que han 

quedado firmes. 1) PARDO SA C/MORETTI HECTOR S/JUICIO EJECUTIVO 

(fs.  99-110) donde desconociendo la  ley de  defensa  del  consumidor se negó a 

integrar el pagaré con la documental correspondiente; 2) PARDO SA C/IBAÑEZ 

JUAN  MARCELO  S/DEMANDA  EJECUTIVA  (fs.  117-125)  donde  con  la 



documentación agregada se ha podido acreditar que la capitalización de los intereses 

era  clara  y  evidente.  Asi  también  el  acuerdo  colectivo  celebrado  con  la  misma 

demandada  en  San  Nicolas  obrante  a  fs.  28  y  con  su  correspondiente  fallo 

homologatorio obrante a fs. 39 de autos donde la propia demandada reconoce este 

proceder originado en relaciones de consumo con el cual se demostró la afectación de 

aproximadamente 1500 consumidores. 

Lo que esta asociación pretende mediante la medida 

cautelar  y  su  reformulación  es  que  V.S como autoridad,  provea  el  resguardo  del 

derecho  a  la  información  de  cientos  de  consumidores  de  vuestra  jurisdicción 

ordenando que en forma cautelar y provisoria como toda cautelar implica, la firma 

PARDO SA deba adjuntar a los pagarés cuya ejecución presente,  que tengan como 

base  una  operación  de  consumo,  la  correspondiente  factura  de  compra  y  demás 

documentos que acrediten e integren dicha operación. 

Y considerando:

Resulta  oportuno  destacar  que  no  obstante  la 

denegatoria de la cautelar impetrada oportunamente, hay resoluciones - en la especie 

que  nos  ocupa-  que la  doctrina  entiende que resvisten  el  carácter  de  provisorias, 

puesto que importa  un pronunciamiento de  certeza  o  de  no  certeza  pero  siempre 

provisorio, y en los que dentro del mismo proceso el mismo juez está facultado para 

modificar  o  revisar  su  decisorio  al  obtener  nuevos  o  mayores  elementos  de 

convicción, tal el presente caso.

En  tal  sentido  ,  y  habiéndose  readecuado/ 

renconducido la pretensión originaria corresponde sea analizada en la presente.

      Preliminarmente conviene señalar que la admisión 

formal  de  toda  acción  colectiva  requiere  la  verificación  de  ciertos  recaudos 

elementales que hacen a su viabilidad tales como la precisa identificación del grupo o 

colectivo  afectado,  la  idoneidad  de  quien  pretenda  asumir  su  representación  y  la 

existencia de un planteo que involucre, por sobre los aspectos individuales, cuestiones 

de hecho y de derecho que sean comunes y homogeneo a todo el colectivo.

De acuerdo a las disposiciones de nuestra carta magna en 

su Art 43, las asociaciones de usuarios y consumidores se encuentran legitimadas para 

iniciar acciones colectivas relativas a derechos de incidencia colectiva referentes a 

intereses  individuales  homogéneos,  incluso  de  naturaleza  patrimonial.  Ello,  en  la 

medida en que demuestren: la existencia de un hecho único susceptible de ocasionar 



una lesión a una pluralidad de sujetos; que la pretensión esté concentrada en los 

"efectos  comunes  para  toda  la  clase  involucrada;  y  que  de  no  reconocerse  la 

legitimación procesal podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de 

los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir.

La presencia de una causa fáctica común refiere a la 

existencia  de  un  hecho  único  o  continuado  que  provoca  la  lesión  a  todos  los 

derechos, que importa un modo, forma o práctica de actuar general el cual, frente a 

una  misma  conducta  de  los  consumidores,  petición  o  situación,  responde  con 

idéntico sentido.

Frente  a  la  problemática  del  desequilibrio  contractual 

que se presenta de manera acentuada en el derecho del consumo de acuerdo con el 

principio de protección al consumidor, el legislador fue estableciendo reglas que 

imponen deberes al predisponente y que describen conductas prohibidas porque 

abusan de la buena fe del consumidor, así como de su situación de inferioridad 

económica o técnica.

Las cláusulas abusivas no pueden ser  materia de una 

renuncia  anticipada,  ni  cabe  considerarlas  subsanadas,  por  una  suerte  de 

consentimiento tácito del consumidor.-

La cláusula es  abusiva cuando causa un desequilibrio 

importante entre las obligaciones de las partes en perjuicio del consumidor, que se 

apreciara tomando en cuenta la naturaleza de los bienes y servicios que sean objeto 

del contrato y las circunstancias que concurran en su celebración y todas las demás 

cláusulas.                                  

                                 En la relación de consumo la información resulta sustancial 

pues su efectivo, completo y acabado acatamiento por parte de los proveedores 

tendrá virtualidad suficiente para prevenir el acaecimiento de daños a la persona y 

sus intereses económicos, será también a partir de su efectivo cumplimiento que el 

consumidor lograra materializar su derecho a la libertad de elección y como efecto 

mediato  de  su  “consentimiento  informado”  que  la  información  debe  ser 

proporcionada siempre en forma adecuada, veraz, cierta, clara, detallada y gratuita 

para el consumidor, y la carga de la prueba acerca del cumplimiento del mismo 

incumbe al prestador.                                                                                                   

No  escapa  a  esta  magistrada,  la  costumbre  de  las 



empresas de otorgar mutuos dinerarios a los fines de adquirir otros bienes, asegurando 

la obligación por parte del deudor a través de la firma de títulos valores que, por sus 

caracteres, suponen una vía rápida de cobro ante el incumplimiento de pago. Por otra 

parte la adquisición de un bien de uso importa suscribir contratos conexos - mutuo 

dinerario con respaldo en pagarés -que se encuentran prohibidos por la ley de defensa 

de la competencia entre otras prácticas abusivas.

Con  ello  logran  desnaturalizar  a  dichos  títulos, 

otorgándoles un uso que supone amplios beneficios para la parte acreedora, en total 

desmedro de los derechos del deudor -quien reviste en el contrato original la calidad 

de  consumidor-,  con  la  posibilidad  de  eludir  los  deberes  consagrados 

constitucionalmente  -de  brindarle  información  adecuada  y  veraz-  y  asimismo 

negándole la posibilidad de discutir los montos reclamados con intereses usurarios  o 

la causa.

Sentado ello , la compra de un bien es una“operación de 

consumo”,  reconociendo expresamente ambas partes  que el  mismo fue librado en 

relación a  un  crédito  otorgado por  la  entidad al  hoy demandado,  encontrándonos 

entonces ante una relación de consumo, siendo la misma el elemento esencial que 

decide el ámbito de aplicación del Derecho del Consumidor, normativa que por ser de 

orden público puede ser invocada de oficio sin violantar el principio de congruencia 

procesal

“Una vez presumida la existencia del presupuesto básico 

para la aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor -relación de consumo-, cabe 

aclarar  que  no  es  indispensable  para  efectivizar  la  protección  que  tal  estatuto  

concede al consumidor la petición expresa realizada en el proceso por el destinatario  

del  régimen  protectorio,  puesto  que  al  ser  de  orden  público  dicha  normativa  el  

juzgador no sólo se encuentra facultado sino que debe actuar de oficio en procura de  

la defensa de los derechos consagrados en la ley 24.240”

Que la práctica de librar títulos cambiarios como cobertura 

de préstamos o créditos concedidos con base a una relación de consumo constituye un 

ardid  y  consecuentemente  una  práctica  abusiva  para  abrir  la  vía  ejecutiva  a  la 

reclamación de una deuda derivada de un contrato alcanzado por el art. 36 de la Ley 

24.240 (Ley Defensa del Consumidor), pero sin cumplir con la carga informativa que 

tal  precepto  establece  a  favor  del  deudor.



                                En este sentido, considerando la finalidad tuitiva de la 

normativa aplicable citada y su preeminencia, la vía ejecutiva no puede prosperar, a 

menos de que el título ejecutivo fundante sea “integrado”, esto es, con el contrato 

originario, siendo de esta manera posible acreditar que se hubieran cumplido los 

extremos  exigidos  por  la  ley  24.240 y  con ello  que  el  consumidor  no  resulte 

perjudicado en sus derechos.

“Se trataría, en cierto modo, de un título «complejo» 

que  abriría  las  puertas  a  la  discusión  causal  dentro  del  juicio  ejecutivo.  En  

principio, por el tema de la competencia, tal como se desprendió del Plenario 

autoconvocado  de  la  Cámara  Nacional  de  Apelaciones  en  lo  Comercial  

(29/6/2011), pero, asimismo, para examinar si la documentación adjunta cumple 

con los recaudos de la Ley de Defensa del Consumidor, en atención a su carácter  

de  orden público  (art.  65  )  y  las  disposiciones  del  art.  42 de  la  Constitución 

Nacional”.  

                                       “..Tal indagación exige, en primer lugar, permitir que el  

ejecutante agregue documentación adicional para acreditar el cumplimiento de los  

requisitos exigidos por el régimen protectorio (art. 36 LDC), conformando -como 

anticipé-  un título  complejo e  integrado con aptitudejecutiva”.En efecto,  en el 

presente  proceso  surge  que  el  pagaré  no  ha  sido  acompañado  del  contrato 

instrumentador del crédito...”

Bajo estas coordenadas, y puesto el eje en  que la ley 2 

4.240,  en  su  artículo  4,exige  respecto  de  la  información

-entendida como derecho del consumidor y deber del proveedor- que sea cierta, 

veraz, auténtica, útil, completa, a fin de equilibrar la desigualdad de conocimientos 

que presentan los contratantes en ciertas relaciones jurídicas,para así contribuir a la 

formación de un consentimiento contractual claro y reflexivo, agregando que el 

deber de información comprende a todas las etapas de la negociación,desde las 

preliminares y hasta la extinción de la obligación. 

 Desde esa óptica corresponde señalar que el deber de 

información se debe proyectar incluso en el decurso del proceso judicial , en tanto 

corresponderá en cada caso articular los medios correspondientes para conocer en 

cada caso la deuda exigida en forma clara y detallada y sus intereses.

   Que sin perjuicio de sostener mi posición en relación a 

la  imposibilidad  de  intromisión  en  los  casos  individuales,  en  tanto  exceden  la 



competencia de esta magistrada y en todo caso será a cargo de cada juez natural velar 

por el cumplimiento de los recaudos legales correspondientes; entiendo que en virtud 

de lo normado por el Art 1710 del CcyC el deber de prevención del daño adoptando 

las medidas razonables para evitarlo, se impone a la parte demandada a cumplimentar 

acabadamente con el deber de información al consumidor - art 1097 y 1100 CCyC- 

acerca  de  los  documentos  que  suscribe  y  sus  consecuencias  tanto  legales  como 

económicas ante el incumplimiento por falta o atraso en los pagos. A tales fines deberá 

avocarse personal especializado y capacitado.

     Asimismo se  insta  a  la  demandada  a  apegarse  al 

efectivo  cumplimiento  de  la  Ley  27.442  Ley  de  defensa  de  la  competencia  que 

establece  en  su  art  3  inciso  “f”  que  se  encuentra  considerada  práctica  abusiva 

subordinar la venta de un bien a la adquisición de otro o utilización de un servicio; 

que es el caso de conexidad contractual en tanto se adquiere un bien y a tales fines se 

impone  la  suscripción  de  contratos  vinculados.  (  ej,  contrato  de  seguros,  mutuos 

dinerarios)

   En  relación  a  las  prácticas  abusivas  denunciadas  de 

suscripción de documentos en blanco por parte de la demandada, atento configurar un 

eventual ilícito deberá acreditarse dicho extremo por las vías procesales- civiles o 

penales- que correspondieren.

       En base a los fundamentos expuestos y habiéndose 

reencausado la cautelar solicitada -  y que fuera denegada oportunamente entiendo 

prudente y razonable otorgar la cautelar solicitada en los términos expresados.

En virtud de lo expuesto, constancias de autos , las 

normas propias de la ley 10.456, del CcyC , ley 24.240, normas del CCyC y normas 

supletorias del CPCC .

Resuelvo  :   1.-  Hacer  lugar  a  la  medida  cautelar 

solicitada y en consecuencia se ordena a la demandada PARDO SA a cumplimentar 

con los recaudos señalados en los considerandos el presente. 2.- Costas al vencido. 

( art 17 Ley 10.456 )  .Insertese y hágase saber.
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